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FUENTES 

I. Es un hecho verdaderamente notable que el cultivo y estudio 
del derecho romano haya dado nacimiento al internacional privado, 
cuando dentro de las fuentes, que han servido de base de estudio á los 
cultivadores del primero, no se encuentra principio alguno, que pueda 
hacer sospechar que dicha rama de derecho tuviese un lugar dentro 
del sistema de la legislación de Roma. El> derecho romano no co- 
noció la verdadera noción del ciudadano extranjero conservando fuera 
de su nación algo del derecho patrio, que le seguía al salir de ella. 
Claramente lo dijeron los autores de la Instituta de Justiniano: el de- 
recho era civil, de gentes, ó natural; el civil comprendía á los ciuda- 
danos de Roma unidos bajo el vínculo de una legislación común; era 
el propio de la ciudad, mejor dicho, del estado romano, y para gozar 
del mismo se necesitaba de una sanción directa ó indirecta del Estado; 
pero en el derecho de gentes el círculo se agrandaba, el sujeto de de- 
recho aparecía en el mismo como un ser ideal, peregrinus^ indepen- 
dientemente de todo vínculo de nacionalidad, y bajo este punto de 
vista pudo ser definido el derecho de gentes quod naturalis ratio inter 
omnes homines canstituit {i)f y finalmente, ensanchando más el círculo 
de la esfera de derecho, llegó algún jurisconsulto á imaginar la exis- 
tencia de un derecho, que llamaban natural, que debía establecer entre 
todos los seres animados vínculos parecidos á los que el derecho de 
gentes establecía entre los hombres (2). 

n. De ahí se deduce que újusgentium de los romanos no tenía 
relación alguna con el derecho internacional modemo^ en lo que se 
refiere á su esfera privada; pues la base, sobre que giran todas las 
teorías de derecho internacional privado desde el tiempo de los glosa- 
dores hasta nuestros días, consiste en que al individuo le acompafia el 
elemento jurídico de la nación á que pertenece, versando únicamente 
las controversias de los autores acerca de la importancia que debe al 
mismo atribuirse en su relación con el otro elemento jurídico del país 
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donde reside el individuo en cuestión, ó donde tiene bienes ó sus actos 
jurídicos deben producir efectos^ al paso que dentro de Roma si bien 
se reconocía capacidad de derecho al peregrino, dicha capacidad no 
provenía de su condición de ciudadano de otra nación, sino de su con- 
dición de hombre, que le hacía entrar dentro del ancho círculo del de- 
recho de gentes. Así el extranjero contrataba válidamente en Roma, 
porque la contratación dentro de cierta y determinada esfera se con- 
sideraba común á todos los hombres como necesaria al comercio y re- 
laciones, que entre sí debían sostener, podía en cierto modo poseer 
bienes y enajenarlos, pero no podía gozar de aquellas institudoiies 
que los romanos consideraban como de derecho dvil, aquellas en que 
cada pueblo imprime su fisonomía propia y en su consecuencia la pa- 
tria potestad con todas sus consecuencias, el derecho de familia, la 
facultad de testar, la capacidad de adquirir por herencia etc., etc^ eran 
vedados al extranjero, prescindiendo de sí la legislación de su patria le 
autorizaba ó nó para gozar de tales derechos, en términos que, ai en 
Roma por una corruptela del derecho civil se había introducido la eos* 
tumbre de hacer disposiciones por última voluntad á favor de extran- 
jeros por medio de los fideicomisos, no tardó en cohibirse el abuso, 
extendiéndose á los fideicomisos la incapacidad en que se hallaban los 
peregrinos de suceder á los ciudadanos romanos. 

Tal era el derecho de gentes en Roma, y tal la diferencia que se- 
para los principios que lo informaban de los que han servido de base 
a! internacional moderno; de lo que se desprende que el nacimiento 
del derecho internacional privado señaló una nueva fase al derecho 
civil, sentando sobre nuevas bases los principios que rigen las relacio- 
nes de los subditos de distintas naciones entre sí y los derechos del in- 
dividuo en país extranjero, ya por lo que se refiere á los actos verifi- 
cados en país extranjero, ya por lo que respecta á los efectos de los 
mismos actos sobre bienes situados en él, y á los que aquellos pueden 
afectar. 

in. Desgraciadamente, empero, para el estudio de la citada 
rama de derecho las disposiciones del edicto del Pretor peregrinus no 
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han llegado hasta nosotros, gracias á la confusión que en los últimos 
tiempos surgió entre las instituciones de derecho civil y Jas de derecho 
de gentes, y á la extensión del derecho romano á todos los subditos 
del imperio, que hizo desaparecer la condición de peregfrino subdito 
del mismo, para dejar relegado el derecho de gentes únicamente á los 
extranjeros propiamente dichos, al revés de lo que sucedía antes de 
Caracalla en que el habitante de una provincia romana no participaba 
de derecho civil de la ciudad. 

IV. Una costumbre, ya por lo general obligatoria, nos ha hecho 
empezar el presente estudio con estas ligeras notas concernientes á la 
relación que la materia que estudiamos puede tener con el derecho ro- 
mano por el hábito de estudiar previamente todas las cuestiones á la 
luz délos principios del mismo, y una necesidad, la necesidad de es- 
tudiar las cosas en sus origines y fuentes y buscar la filiación y genea- 
logía de las opiniones, que acerca de la materia se encuentran espar- 
cidas en los autores catalanes, nos obliga á exponer aunque sea rápida- 
mente el nacimiento del derecho internacional privado en la Edad 
media y las opiniones de la escuela que encerró en sí toda la actividad 
jurídica de aquella época y que sirvió de modelo á los jurisconsultos 
de tiempos posteriores, que no supieron ó no pudieron sustraerse á la 
autoridad de aquellos expositores de derecho romano, que fueron los 
primeros en sacarlo de la oscuridad, en esíplicarlo y comentarlo y en 
infiltrarlo en todas las legislaciones de Europa, haciendo valer la su- 
perioridad científica del mismo; que á ellos solamente y á la verda- 
dera propaganda que hicieron ya por medio del libro, ya por medio 
de las universidades, ya por medio de la discusión en el foro, se debe, 
más que á pretendidas costumbres, que más bien que favorecerla la 
contrariaban la introducción del derecho romano en las legislaciones 
europeas. 

V. Sabido es el entusiasmo, que despertó en Europa la escuela 
de Bolonia y los muchos prosélitos, que contó desde que el inmortal 
Werner, el Imerio de la glosa, empezó á dar sus lecciones en aquella 
ciudad y la fábula del hallazgo de las Pandectas florentinas, íntima- 
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mente ligada con el renacimiento de derecho romano en la Edad 
media, y sabido es. también, y casi diríamos vulgar, la superioridad 
científica, con que se creyeron los glosadores ante el deredio consue- 
tudinario y feudal de aquellos tiempos y el soberano desprecio con 
que lo miraban y que les hacía calificarlo de jus asinarum^ como lla- 
maba Odofredo al derecho lombardo, del que decía otro que no debía 
ser apellidado leXj sitió f ex (4). 

VI. La escuela de los glosadores (5) con su desprecio para todo 
lo que fuese consuetudinario y feudal y con su fanatismo por el de- 
recho romano, defendió y persiguió una tesis que, á pesar de ser irrea- 
lizable fué altamente civilizadora é introdujo en el derecho fraccionado 
de la Edad media un elemento, que favoreció en definitiva la formación 
de grandes colectividades regidas por unas mismas leyes y que de 
momento debía producir la compenetración de dichas legislaciones 
entre sí y sentar las bases del futuro derecho internacional privado. 
Los glosadores acariciaron la idea, que inmortalizó el Dante, de la for- 
mación de un grrande imperio, que no había de ser otra cosa que la res- 
tauración del Imperio-romano y en el que debía regir el derecho que 
con tanto afán estudiaban; y esta idea dio por resultado que, no sólo 
se reputasen como conciudadanos á todos los habitantes de los terri* 
torios que habían compuesto aquel imperio, sino que el derecho ro- 
mano adquiriese la considefación de común, reputándose las legisla- 
ciones de la Edad media como meras diferencias de puro accidente, 
cuya interpretación debía ser siempre restrictiva ante el colosal sistema 
del derecho romano. 

Vn. Dados estos antecedentes y dado por otra parte el carácter 
eminentemente territorial y de privilegio que revestía la legislación en 
la Edad media, la cuestión de derecho internacional privado surgió 
naturalmente y el célebre comentario de Bartolo á la ley cunetas 
pópulos del Código en que, se formuló por primera vez la distinción 
del estatuto en real y personal, encontró pronto resonancia y fué la 
sefial de un sinnúmero de comentarios, que se propusieron resolver 
cuestiones idénticas ó parecidas. 
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Prescindiendo aquí de la mayor ó menor oportunidad de tratar, al 
comentar la ley primera del título de Sumnta ti^nitate, de cuestiones 
de derecho internacional, respecto de cuyo punto creemos con 
M. A. Laine infundados los reproches que Laurent dirige á los glosado- 
res (6), diremos que la primera cuestión que propuso el autor citado en 
primer lugar fué la de si un inglés podía gozar en Italia del derecho 
de primogenitura respecto de los bienes, que posee en dicha comarca, 
y la resolvió, distinguiendo si el estatuto es real ó personal, y mani- 
festando que debe tenerse en cuenta para ello si el estatuto empieza 
hablando de la persona ó de los bienes. La distinción era absurda y 
ridicula, aunque tal vez obedeciese á la idea de restringir un estatuto 
' contrario al derecho común, y mereció justas críticas por parte de los 
autores; pero la cuestión estaba enunciada y se estaba ya á la mitad 
del camino para resolverla (7). ¿Cuáles fueron los resultados y cuál la 
teoría de los glosadores respecto de los conflictos de los estatutos entre 
sí? Vamos á exponerla rápidamente, no sin hacer constar la parte que 
en la misma tuvo el principio de considerar como odiosos y en conse- 
cuencia de interpretación restrictiva todos los estatutos que se hallaban 
en oposición con las disposiciones del derecho romano (8). 

Vni, Ante todo debemos advertir que la clasiñcación de las leyes 
en estatuto real, personal y formal no era en absoluto la misma del 
tiempo de los glosadores, los cuales decían que un estatuto era real ó 
personal únicamente en el sentido de que debía regir ó nó en deter- 
minado acto el estatuto vigente en el sitio, donde el mismo se verifi- 
caba ó donde estaban situados los bienes de que se trataba, de donde 
vino la impropia y hasta cierto punto ridíoula división de las leyes 
en leyes pertenecientes al estatuto real y leyes concernientes al 
estatuto real, ya que la palabra estatuto tenía para los glosadores 
la misma que tenía para nuestros autoces catalanes, equivaliendo á 
privilegio ó legislación vigente en una ciudad ó territorio determi- 
nados. 
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Estatutos tenidos como personales 

IX. Por regla general, los glosadores consideraban como perso- 
nales los estatutos referentes á la capacidad 6 incapacidad de las per- 
sonas, y respecto de este punto puede reputarse que la teoría de los 
glosadores sefialó una verdadera innovación respecto de la legislación 
feudal y de privilegio de la Edad media, que consideraba reales todos 
los estatutos. Así los glosadores declaraban que toda ley que decía* 
raba incapaces á ciertas personas para la contratación, como las mu- 
jeres casadas, los mencM-es y los pródigos, seguía al individuo donde 
quiera que se encontrase (9), y si se objetaba que el que contrataba 
con ellos podía ignorar dicha incapacidad y en su consecuencia verse 
perjudicado por la aplicación de leyes que no eran las del lugar don- 
de se contrataba, contestaban invocando una ley romana según la que 
el que contrata debe inquirir la condición del otro contrayente (10); 
pues por más que la aplicación fuese desacertada, era forzoso invocar 
una ley romana dada la autoridad casi exclusiva que dicha legislación 
tenía en aquella época, y así Pablo de Castro afirmaba que un pupilo 
natural de Bolonia no podía aprovecharse en Módena del estatuto de 
esta población que permitía la contratación á la edad de 14 aflos, 
porque dicho estatuto era personal. 

X. Empero á estas declaraciones más ó menos terminantes se 
juntaba la cuestión de los estatutos favorables y de los odiosos, cuya 
distinción, sin tener un gran valor jurídico, influyó notablemente, no 
sólo en las obras de los glosadores, sino también en las opiniones que se 
encuentran dispersas en nuestros autores catalanes. De este modo los 
estatutos, que fijaban las incapacidades que arriba hemos indicado, 
eran considerados como favorables y extendían sus efectos fuera del 
territorio, ya que la ley, al declarar dichas incapacidades, había enten- 
dido establecer sobre el subdito una especie de protección que debía 
seguirle donde quiera que fuese. Por el contrario, Baldo consideraba 
como odiosa la legitimación por rescripto del Príncipe, haciéndose eco 
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de las corrientes contrarías á los bastardos, que entonces dominaban. 
Bartolo caliñcaba, en contra de la opinión de Baldo, como odioso el 
estatuto que excluye á la mujer de las sucesiones, y la misma diver- 
gencia se notaba respecto al estatuto que prohibe á la mujer hacer 
liberalidades al marido, favorable para Bartolo porque la garantizaba 
contra las sugestiones de éste, y desfavorable para Baldo porque le 
quitaba la libre disposición de sus bienes (i i). Una incapacidad había, 
respecto de la cual estaban de acuerdo todos los glosadores y era la 
incapacidad de los excomulgados, respecto de cuyo punto se com- 
prende perfectamente la uniformidad de pareceres pues siendo la misma 
regida por el derecho canónico en todas partes debía darse á dicha in- 
capacidad el mismo valor, cualquiera que fuese el territorio en que el 
individuo se hallase. 

XI. Finalmente debe notarse que fué obra de la escuela en que 
nos ocupamos la opinión de considerar á los bienes muebles cotiio 
accesorio del individuo y hacerlos regir por la legislación de origen, 
dándose la razón de que los inmuebles servían á la persona in tisum 
familios camparata sunt. £1 principio que rige á los muebles claudi- 
caba muchas veces, al hacer aplicación del mismo á casos concretos 
y sobre todo en materia de sucesiones (12). 

Estatutos considerados como reales 

XII. La tendencia favorable á la realidad de los estatutos, que do- 
mina en las obras de los primeros comentaristas del derecho romano, 
se explica perfectamente por el deseo de restringirlos efectos de las 
legislaciones locales en cuanto eran contrarios al mismo, lo cual 
sucedía con harta frecuencia sobre tod9 en lo que se refería á los 
inmuebles,, que debían ser raidos siempre por la legislación del terri- 
torio en que estaban situados, según la opinión unánime de aquellos 
jurisconsultos siempre apoyada con más ó menos fundamento en los 
textos romanos, pues para demostrar que el estatuto de la dudad que 
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fíja la altura de los ediñcios afectaba también á los de los extranjeros 
invocaban una ley del título de xdificiis privaiis del Digesto. 

El estatuto penal obligaba igualmente á los extranjeros no sin con- 
troversias entre los autores; pues algunos objetaban que el legislador 
no tenía poder sobre los extranjeros, que podían muy bien ignorar el 
estatuto, pero la opinión contraria era la generalmente seguida patro- 
cinada, entre otros, por Bartolo y Aretino (13). 

XIII. Regía también la legislación del lugar en lo que se refería 
á la forma de los actos por regla general, por más que hubiese viva 
controversia en la distinción de las formas entre sí y en establecer 
excepciones al principio de locus regit actum formulado en aquella 
época. Empero la distinción entre formalidades intrínsecas y extrínse- 
cas, que da hoy día la clave para la aplicación de la legislación extran- 
jera á un acto, no fué conocida por los glosadores: Pablo de Castro 
y Rochius Curcius dicen que el acto es regido por las leyes del lugar 
en que se verifica por la presunta sumisión del extranjero á las mis- 
mas (14); para Bartolo las formalidades son una cuestión de jurisdic- 
ción, y Baldo considera los testigos como de la sustancia del acto, sin 
distinguir entre actos solemnes y no solemnes y los dos autores citados 
en ultimo lugar niegan á un menor la facultad de invocar la restitución 
in integrum que le concede la ley patria, por lo que se refiere á los 
actos verificados en país extranjero. La aplicación de la ley del lugar 
á las formalidades habilitantes era negada por Baldo, quien decía que 
era necesario no fijarse en la corteza de lo que está escrito, y así con- 
sideraba como aplicable en todas partes el estatuto que hacía necesa- 
rio el consentimiento del marido y de los próximos parientes para las 
obligaciones de la mujer, apoyando Bartolo dicha opinión en el carác- 
ter favorable del estatuto y en la facilidad de eludirlo en caso con- 
trario contratando fuera del territorio (isj. 

La aplicación del principio locus regit actum encontraba adver- 
sarios en materia de testamentos: se dudaba si un extranjero podía 
aprovecharse en Venecia del estatuto que permitía testar ante dos tes- 
tigos y la opinión afirmativa de Albérico de Rosata era contrarrestada 
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por la de Aretíno y Pedro de Rávena, á pesar de la inconsecuencia de 
considerar como desfavorable el testamento; pero parece que gozó 
de cierto favor la opinión contraria que posteriormente tuvo una nota- 
ble influencia en el derecho patrio, como no ignoran nuestros lectores, 
invocando aquel texto de la Sagrada Escritura de quod in ore duoruní 
veltrium stat omneverbutn. Parece también que la capacidad del tes- 
tador era regida por la legislación local y que el testamento otorgado 
con las formalidades de un lugar no producía efecto, según Baldo, so- 
bre los bienes situados en otro. 

No hay para que decir qué se invocaban en la materia las leyes ro- 
manas, como la XXXI de testamentis, que marca las solemnidades del 
testamento rure Ustandiy que aplicaban para afirmar que el testamen- 
to debía reunir las solemnidades vigentes en el punto de su otorgación. 

Finalmente, por lo que se refiere á los contratos, era muy válida la 
opinión de que debía seguirse el estatuto del lugar, en que se verifica- 
ban, y Bartolo admitía por regla general dicho principio, pero atendía 
á la ley del lugar del cumplimiento de la obligación cuando se trataba 
de la demora. 

Estatuios dudosos 

XIV. Albérico de Rosata tiene indudablemente el honor de 
haber proclamado el primero la extraterritorialidad del estatuto de las 
sucesiones. Para él la herencia no consiste en los bienes, ya que 
puede haber heredero sin que éstos existan, y así se mostró partida- 
rio de la aplicación de la ley personal del difunto en las sucesiones; 
pero debían transcurrir algunos siglos para que tal opinión se hiciese 
general, pues aun hoy día cuenta con muchos adversarios, y la es- 
cuela en que nos ocupamos opinó en favor de la aplicación del esta- 
tuto del territorio. Sólo en fes sucesiones de los judíos, considerados 
como una raza errante y sin domicilio y á la que estaba prohibida por 
regla general la adquisición de inmuebles, admitíase la aplicación de 
la ley personal del de cujus (16). 
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XV. La comunidad de bienes entre los esposos era otro de los 
estatutos sobre cuya aplicación se discutió largamente, pues mientras 
Juan Andrés, Oldrado y Pedro Ancharano lo creían real por referirse 
á los bienes, Pedro de Belle-Perche, Baldo, Felipe Decio y Luis Ro- 
mano opinaban en favor de la personalidad del mismo, fundados en 
que era un acto de voluntad; como si hubiesen ya previsto aquellos 
jurisconsultos que aquella cuestión era la destinada á determinar en 
Francia, algunos siglos más tarde, el nacimiento de una escuela. 

El estatuto que prohibía las liberalidades entre los esposos, era 
personal, según Bartolo, pero parece que predominó la opinión con- 
traría sostenida por Baldo, y análoga divergencia presentábase en lo 
que se refería á la ley que rige la dote. 

Tal era en suma, y reducida á sus más elementales principios, la 
doctrina de los cultivadores del derecho romano en la Edad media 
acerca de la aplicación de las leyes de una nación á personas y cosas 
sitas en territorio extranjero, y la hemos hecho preceder á lo que for- 
ma el principal objeto de nuestro estudio para poderla comparar con 
la que se encuentra esparcida en nuestros autores de derecho catalán, 
porque es indudable que aquellos jurisconsultos ejercieron en los 
nuestros una decisiva influencia (17). 

JURISPRUDENCIA CATALANA 

XVL Sería un error creer que nuestros antiguos jurisconsultos 
catalanes sentían por nuestro derecho regional el entusiasmo que 
anima á los modernos. Fijos los ojos en el derecho romano que cons>- 
títuía el elemento cientíñco del dominante en Europa, miraban con 
cierto desvío, (y usamos esta palabra por no encontrar otra más 
exacta), todo lo que constituía una excepción á aquel, llamado en 
todas sos obras derecho común, é interpretaban todas las disposi- 
ciones que lo modiñcaban ó limitaban en un sentido conqiletamente 
restrictivo. 
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XVn. Llamaban á lo que constituye propiamente el derecho 
catalán jus mwHcipaU, eonstitutiones^ statuta, y cuando loa mismos 
eran contraje ciwtmum, se aplicaban con tales limitaciones, que si el 
estatuto hablaba en general de hombres, no comprendía las mujeres; 
cuando usaba la palabra «hijos legítimos» , era opinión muy seguida 
la de que no comprendía á los legitimados, no empero sin protesta 
por parte de Cáncer, que entendía que cuando el estatuto era estable- 
cido en utilidad de los hijos, como favorable, debía interpretarse en 
sentido lato, y cuando la palabra usada era la de ciudadano ¡dues), 
la opinión unánime de los autores eliminaba de los efectos del mismo 
al que había adquirido la ciudadanía por privilegio, y en una palabra, 
los estatutos en general recibían interpretación restrictiva cuando se 
oponían á las reglas del derecho común (i8). 

XVIII. Con tales antecedentes se comprende que debía falsear 
por su base la doctrina de los autores catalanes^ como la de los autores 
romanistas, por dar una excesiva preeminencia al derecho romano so- 
bre la legislación estatutaria, en detrimento de la exacta aplicación de 
todas las reglas de derecho, iguales á nuestro modo de ver, en preemi- 
nencia y eñcacia, ya dimanen del derecho romano, ya de las Constitu« 
cionesque lo modiñcan; que como partes integrantes de la legislación 
de un país deben tener idéntica fuerza en la aplicación práctica de la 
misma. En hora buena que el derecho romano tuviese lugar, y muy 
preeminente, dentro del estudio cientíñco del derecho; pero entende- 
mos que cada institución, y dentro de ella cada disposición especial, 
ha de aplicarse conforme á su letray espíritu, sin prejuicio alguno ni 
subordinación á otras, que dentro de aquel sistema de legislación no 
han recibido acaso del poder público uua sanción tan directa é inme- 
diata» 

XIX. Es verdad que la' devoción por el derecho romano tenía 
su razón de ser en nuestra patria, donde tuvo no pocas resistencias 
que vencer opuestas por los poderes públicos, ya que una muy buena 
parte de las Constituciones de Cataluña fueron nada más que vallas 
opuestas á la invasión del derecho romano, que cada día en los tri- 

TOMO ni 15 
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bunales desalojaba más y más la legislación consuetudinaria, rom- 
piendo con doctrinas en gran preponderancia en el mundo científico, 
pero cuya aplicación no parecía bien á nuestros gobernantes, Así las 
Constituciones que prohibieron todo contrato que viniese á modificar 
los efectos de las donaciones universales llamadas [^heredamientos, la 
que abolió en Barcelona la mayor parte de las solemnidades internas 
del testamento romano, la que estableció la sucesión troncal de los im- 
púberes, la que prohibió la contratación de los hijos de familia, la 
que dio á la viuda los derechos de alimentos y retención de bienes 
que recibió el nombre de tenuta, la que estableció la opción dotal^ 
la que modificó la prescripción de treinta años, etc., etc., y final- 
mente la célebre pragmática de Jaime I, que prohibió terminante* 
mente que se citasen en los juicios las leyes romanas y las canónicas, 
ordenando que los tribunales se rigiesen por la equidad natural, á 
falta de disposiciones expresas en nuestros Códigos, no son otra cosa 
que la expresión de la legislación estatutaria en aquel período de rena- 
cimiento y propagación del derecho romano. 

XX. Hé aquí por qué las ideas de nuestros autores acerca de la 
aplicación de los estatutos eran radicalmente influidas por la tenden- 
cia á aplicar preferentemente el derecho romano, lo cual motivaba 
que como éste era considerado como común en los diversos pueblos, 
rara vez proponen la cuestión de la aplicación en otros territorios de 
disposición alguna romana, sino simplemente de los efectos que po- 
dría tener para un extranjero ó para un nacional, que se halle fuera de 
la nación, alguna de las constituciones que formaban el derecho de 
excepción. 

Pocas son las decisiones de los autores catalanes que han ilustrado 
nuestra materia, y nos limitaremos á citar algunas, no sin advertir 
que el no estar reunidas bajo unos mismos títulos, sino esparcidas en 
los diversos capítulos de sus obras, hace sumamente difícil el dar con 
ellas, por lo que presumimos que se nos habrán pasado por alto la 
mayor parte. 

XXI. Mieres, en su Apparaius^ contiene pocasreglas que puedan 
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considerarse en relación con el derecho internacional privado, y aun 
éstas no tratan cuestiones de derecho civil. 

La cuestión de la aplicación de los estatutos de policía es tratada 
por dicho autor en su Collatío IV, cap. 35: existe un estatuto en la 
ciudad mandando que nadie lleve vino, bajo pena de comiso; un ex- 
tranjero conduce una carga de vino, y se pregunta si incurre en la 
pena, Albérico de Cremona opina en sentido negativo, porque ni 
el conductor, ni el vino, ni la acémila, ni los toneles en que lo 
llevó están sujetos á la jurisdicción de la ciudad, ya que la misma 
puede imponer penas á sus subditos y no á otros; sin embargo, podia 
privar que llevase á su casa las cosas aportadas. A continuación 
(N.** 25 del mismo cap.) pone el ejemplo de que un estatuto prohi- 
biese que se llevase trigo, bladum^ fuera del territorio bajo comiso del 
trigo y de la caballería con que se llevase, y se pregunta asimismo si 
un extranjero incurrirá en dicha pena y consigna la opinión de Guido 
de Suzaria que distingue si el extranjero conocía ó no el estatuto, ma- 
nifestando que. en el primer caso se hacía acreedor de la sanción penal. 

Las opiniones prohijadas por Mieres carecen, en nuestro sentir, 
de base racional, por más que en cierta manera pueda explicarse la 
diferente solución, que da á casos muy análogos, por la razón de alta 
conveniencia pública que puede motivar la prohibición de extraer del 
territorio de la ciudad los artículos de primera necesidad; pero enten- 
demos que la distinción tendría su razón de ser, por lo que se refiere 
á la fuerza de dichos estatutos para obligar al extranjero, pero no en 
modo alguno por lo que se refiere á la responsabilidad en que el 
mismo haya incurrido, que sería siempre la misma, admitida la validez 
de la prohibición. 

XXn. Empero es de alabar en Mieres la tendencia á restringir 
los efectos de los estatutos del lugar en pro del personal del extran- 
jero por más que traspasase los límites que asignan á la personalidad 
las escuelas modernas, que unánimemente reconocen que tiene por 
límites el interés de la nación en que se halle el extranjero, y bajo 
ese punto de vista se entienden obligatorias para el mismo las leyes 
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penales y laa de policía. En este punto no sería aventurada afirmar 
que las opiniones citadas, contraría» á la^aplícadón del estatuto del 
lugar, obedecían al carácter del misma, cuya aplicación, como contra- . 
ña al derecho. común> debía ser ^empre restrictiva. 

XXIIL Más bien que de la aplicación de la legislación penal, 
parece tratar de la competencia del poder publico de una nación para 
castigar los defitos cometido» fuera de territorio, en^ su coUatio IV, 
cap. 28, núms. 11, 12 y 13. Afirma terminantemente en dichopa* 
saje que nO' puede deducirse de costumbre ni estatuto alguno que 
im extranjero^ que ofenda á un ciudadano fiíera del territorio, pueda 
ser castigado dentro del mismo; pero si el Juez del lugar en que se ha 
cometido el ddito se niega á hacer justicia, podrá procederse contra 
el delincuente en debida forma, añadiendo que será mejor levantar el 
somatén. Se ve que el A. parte del supuesto de que el delincuente se 
halle en el territorio del Estado de que es subdito d ofendido, y que 
la distinción entre los estatutos reales y los personales no entra para 
nada en la decisión en cuestión. Tratábase de vengar una ofensa 
hecha á un ciudadano: el Jue» del lugar extranjero, en que se 
había cometido el delito, se negaba á hacerlo, y nada más natural 
que se aprovechase la ocasión de hallarse el delincuente en territorio 
de la nación del ofendido para imponerle el debido castigo. La solu- 
ción, pues, era una consecuencia de las ideas que sobre la soberanía y 
las leyes locales imperaban en la Edad media, y escasamente se com- 
prendería, dadas las actuales corrientes en el terreno de derecho inter- 
nacional, nacidas de la reciprocidad de las relaciones entre los Estados 
y del mutuo interés de los mismos, que no les permite dejar pasar sin 
corrección un delito cometido en su territorio. La realidad del esta- 
tuto aparece pronto y el A. consigna que valdrá el estatuto que dis- 
ponga de las cosas del delincuente situadas en el distrito, como si 
mandase que se vendiesen en pública almoneda, pero que conviene 
que primero se dicte sentencia por el Juez competente, respecto del 
delito, antes que en la ciudad se proceda á la confiscación, y cita en 
su apoyo la opinión de Baldo (19). 



Digitized by VjOOQIC 



DE LOS ESTATUTOS 229 

Fáoíl es señalar la filiación de la opinión citada, descendiente en 
línea directa de la de los glosadores que aplicaban á los immiebles el 
estatuto rei sita, y dentro de la aplición de dichas leyes tiene per- 
fecta Tazón de s6r el aguardar la sentencia del Jaez competente, ya pdr 
nacer de la misma la pena de la confiscación, ya por constituir á lo 
menos una prueba del delito; pues, por lo visto, ^ antor no asignaba 
atribuciones exclusivas al Juez del lugar, según Jo que anteriormente 
expresa. 

Tal^ son lad opiniones esparcidas en la obra de Mieresí; vamos 
á exponer las -de Cáncer, que es el autor que ha ^i^uestoYnás doc- 
trina acerca del punto que nos ocupa. 

XXrV. Cáncer es, sin duda entre los autores catalanes, el que se 
muestra má^ entusiasta por el derecho clasico. Las opiniones de los 
glosadores acerca de la aplicación restrictiva de la legislación 
estatutaria se encuentran contenidas en «us obras, en las que se 
llama siempre derecho municipal á las Constituciones de Cataluña 
y odiosos á los estatutos, que se hallan en contradicción con el 
romano. 

Las doctrinas y sutilezas del mismo están consignadas por el A. 
con toda fidelidad, aún las derogadas por la legislación canónica y 
especial de Cataluña, y sólo después de haber tratado las cuestiones 
bajo el punto de vista del derecho común, expone á contímiación y 
como apéndice lo que dispone acerca de ellas el que él llama derecho 
municipal. Sólo por la excesiva afición que tenía el A. hacia el de* 
recho romano, se comprende la tendencia á veces sobradamente cien- 
tífica de su obra (20). 

XXV. No se entienda, empero, que pretendemos hacerun cargo 
á Cáncer. Considerada bajo él punto de vista doctrinal, su obra Va- 
riarumTesalutionum puede ponerse al lado de las de los mejores tra* 
tadistas del derecho común, y puede acndirse con fruto á la misma 
para estudiarlo aún hoy día en que tan floreciente se halla su xruttivo, y 
deploramos como el que más, que la postración en que en nuestra na^ 
oión ha caído el estudio del latín, en que se halla escrita la obra dtada, 
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impida que hoy día se vea conocida y vulgarizada como indudable- 
mente se merece. 

XXVI. La célebre constitución los impubers^ que estableció en 
nuestra patria el sistema de la sucesión troncal suministra á Cáncer 
ocasión para exponer la teoría de los estatutos favorables y odio- 
sos (21). Los estatutos contrarios al derecho común, aunque sean ema- 
nados del Príncipe {principaliter] ^ en favor de alguna persona, son en- 
teramente odiosos (22) y así la constitución los impubers como 
contraria al derecho común, pues se halla en oposición con la autén- 
tica defuncti quoque ad Tertulianum^ como nota Mieres en dicha cons- 
titución, aunque sea introducida por favor del Príncipe debe ser inter- 
pretada restrictivamente, y en corroboración de lo expuesto cita 
Cáncer algunas leyes del Sexto de las Decretales y del Digesto (23); 
pero no se ha de atender á que la madre, contra la que parece dicta- 
da dicha constitución, no sea digna de odio; puesto que la misma no 
ha sido dictada en odio .á la madre, sino solamente en favor de los 
parientes próximos de aquella rama de la que provienen los bienes; y 
bajo este punto de vista la constitución debe entenderse favorable; pero 
el carácter de la disposición legal aparece determinado por su oposi- 
ción al derecho común, principio que domina á todos los demás y que 
lleva consigo la interpretación restrictiva, cuyo principio es reproduci- 
do en el cap. 7.**, númi 12, parte i.*, en que en términos más gene- 
rales consigna que el estatuto ó ley que preceptúa algo en contra del 
derecho común no se extiende á más de lo que literalmente dispo- 
ne (24). 

XXVn. Sentados estos principios se comprende la solución que 
ha de dar á la cuestión que propone en el capítulo XI, núms. i8 y si- 
guientes, al preguntar sí un hijo de familia oriundo de Aragón ó de 
otro reino, en una palabra, extranjero (fcrensis), puede contratar vá- 
lidamente en Cataluña á pesar de la constitución única del título de 
menors de 25 anys sin consentimiento de su padre y si queda obliga- 
do. Parece que la solución ha de ser afirmativa porque el estatuto que 
habilita auna persona no comprende al extranjero (25); y así, si el es- 
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tatuto dispone que el hijo de familia puede testar; el hijo extranjero 
que se encuentre en aquel lugar no puede usar de tal facultad con- 
tenida en el estatuto; cita en apoyo la ley i .* del Digesto ^ de tutoribus 
et curatoribus (26), y dicha solución es aplicable al estatuto que inha- 
bilita á una persona, como cuando dispone que el marido no pueda 
hacer pegados á su mujer (27). Sin embargo, el A. se inclina á favor 
de la opinión contraria ó sea que la expresada constitución comprende al 
extranjero que contrate en Cataluña, de modo que si fuese hijo soltero, 
aunque pudiera contratar en su patria sin consentimiento del padre, no 
quedaría obligado en Catalufia, ya estuviese en potestad, ya emanci- 
pado si fuese menor de 25 años, y si fuese hijo de familia aunque tu- 
viese dicha edad, pues no obsta en contrario lo que se ha alegado de 
que el estatuto que habilita ó inhabilita una persona no comprende al 
extranjero, porque cuando el estatuto no habilita ó inhabilita en abso- 
luto, sino en defecto de no observar una formalidad, el extranjero 
queda comprendido en el mismo. 

XXVin. Para corroborar dicha opinión, cita á Baldo en el comen- 
tario á la ley cunetas populas ^ donde añrma que cuando el estatuto pro- 
hibe con alguna modificación (?) como que el padre no pueda testar 
Ínter liberosy sino con seis testigos, comprende también al extranjero; 
y á Socino (Consilia 97, col. 2.**, vol. i.°), donde afirma que si el es- 
tatuto expresa que el notario no puede autorizar instrumentos sin ser 
matriculado, haber jurado su cargo y prestado la debida fianza, liga 
también al notario extranjero, porque ^1 estatuto no inhabilita en abso- 
luto sino para el caso de que no fuese matriculado, y finalmente al 
mismo Baldo en la ley última Digesto^ de jurisdictione ontnium judi^ 
cunt^ en que afirma que si por la forma del estatuto el menor no pudie- 
ra contrata!" sino bajo ciertas solemnidades, el extranjero que se en- 
cuéntrase en dicho caso estaría obligado á observarlas (28). 

XXIX. Es de aplaudir en esta parte la erudición y abundancia de 
citas del A. por más que creemos qu^ las ha aducido mal y que exis- 
te alguna confusión en la doctrina expuesta. A nuestro modo de ver, 
el A. ha confundido las formalidades extrínsecas con la capacidad de 
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los Otorgantes. La prohibición que contiene la constitución primera, 
tít. II, lib. 2.^ vol. I.**, de que los menores de 25 afios, no casados, 
no puedan celebrar contrato alguno sin el consentimiento y firma de 
su padre y la declaración de que será nulo dicho contrato, constituye 
una verdadera incapacidad que no tiene ninguna relación con los ejem- 
plos que aduce el autor, sacados de los glosadores, que constituyen 
verdaderas solemnidades extrínsecas como la intervención de los testi- 
gos y la aptitud del notario autorizante, en cuyos ejemplos debía 
naturalmente aplicarse la regla del loctis regit actum (29). 

XXX. El caso contrario al precedente es tratado también por el 
autor, que pone la cuestión, sobre la que fue consultado, relativa á que 
cierto hijo de familia catalán otorgó un contrato en Aragón sin con- 
sentimiento de su padre con un natural de aquel reino, confesando en 
un instrumento publico que le debía 100 libras á causa de una compra 
de pafio. £1 aragonés reclamó el cumplimiento del contrato ante los 
tribunales catalanes, y se dudó si era válido, opinando Cáncer en favor 
de la validez, fundándose en que el aragonés contrató de buena fé con 
el catalán, siendo indiferente que estuviere ó no enterado de que el 
catalán era hijo de familia, ya que debía creer en su capacidad para 
contratar desde el momento en que no se halla prohibido por el dere- 
cho (se refiere al derecho común), y poder justamente ignorar las 
constituciones y derecho municipal de Cataluña, dada su condición de 
extranjero, y cita en su apoyo una infinidad de leyes romanas, pues los 
estatutos y los derechos municipales no ligan probablemente á los ig- 
norantes (31). Aduce luego el autor una opinión de Pablo de Castro, 
que extiende la expresada solución al caso de que un extranjero con- 
tratase en un lugar donde el estatuto esté vigente, con tal que lo ig- 
norase, cuya ignorancia se presume en caso de duda, á menos que por 
una larga estancia {conversatione) se infiera lo contrario (32). Siguien- 
do tal opinión, aunque el aragonés conociese los derechos municipales 
de Cataluña, si contratase en un lugar no sujeto á los mismos, cre- 
yéndose en su consecuencia que no podía ser obligada á su cumpli- 
miento, le era lícito prescindir de ellos, tanto más eñ cuanto no se 
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referfan especialmente á aquel contrato (utpote qua in tali contractu 
non militarent). 

Aunque las constituciones municipales extí^idan sus efectos fuera 
del territorio, el estatuto, que inhabilita á una persona respecto de 
ciertas solemnidades, extiende únicamente sus efectos respecto de sus 
subditos pero no respecto de los ajenos (33). 

XXXI. Atendiendo á las últimas palabras de la constitución de 
que se trata, cree el autor que se reñere únicamente á los subditos, de 
modo que si por fraude fuesen á contratar fuera de Cataluña tales con- 
tratos serian nulos é invoca en su apoyo al ya citado Pablo de Cas- 
tro (34), que defiende expresamente dicha opinión por los fundamen- 
tos enunciados, citando á su vez, la de Diño Mugdano y Martín de 
Fano en el caso siguiente: En una ciudad de Castilla, existía un esta- 
tuto, que disponía que el que comprase una cosa á una persona, que 
no era di dueño, con buena fe y sin fraude, no estaba obligado á de- 
volverla, sin que previamente se le reembolsase d precio. Fué hurtada 
una cosa á un extranjero y vendida en una ciudad de Castilla en al- 
moneda pública, y considera que tal estatuto no perjudicaba al ex- 
tranjero que tenía derecho á la devolución de la cosa sin reembolsar el 
precio según derecho común (35). 

A continuación de esta doctrina, recuerda el autor el cap. 24 del 
privilegio llamado recognaverunt proceres, en virtud del cual no pue- 
den repetirse las cosas vendidas con intervención de corredor público 
sin entregar el precio, añadiendo que tal privilegio no tiene lugar 
cuando el comprador hubiese obrado dolosamente sabiendo que el 
vendedor no era dueño, para la inteligencia y aplicación de cuyo ca- 
pítulo debe tenerse en cuenta la doctrina anteriormente sentada. 

XXXII. Reasume Cáncer toda la doctrina anterior, expresando 
que el consentimiento paterno se considera una formalidad [censetur 
forma}, consignando á continuación el motivo ó sea que el estatuto 
que legisla sobre la manera de hacer un acto en sentido contrario al 
derecho común, se ^ntvtrxá^ forma (36). 

Hasta aquí el autor catalán, que guarda para el final el verdadero 
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motívo de sus opiniones. En realidad la verdadera razón de toda su 
doctrina está en que la constitución catalana es contraria al derecho 
común, según el que los hijos de familia tienen plena y perfecta capa- 
cidad contractual, y por consiguiente toda interpretación ha de diri- 
girse á restringir los efectos de dicho estatuto. Sólo cuando ha me- 
diado dolo en el acto, puede aplicarse el estatuto fuera del territorio. 
Cáncer en este punto olvida la doctrina de los glosadores que tantas 
veces cita respecto á las condiciones de los contratantes, pues casi to- 
dos ellos añrmaban que la incapacidad de las mujeres casadas, meno- 
res y pródigos seguía al individuo donde quiera que se encontrase, 
como anteriormente hemos indicado, alegando en apoyo de esta opi- 
nión las leyes romanas. Sin embargo, el error de Cáncer consiste en 
considerar como una mera formalidad el consentimiento del padre 
aplicando en su consecuencia toda la doctrina de aquellos autores sobre 
el estatuto de las fottnas, á pesar de la terminante opinión de Baldo 
relativa á las formalidades habilitantes regidas por la ley personal en 
los ejemplos que cita, ó sea el consentimiento de los parientes ó del 
curador, por reputar dicho estatuto esencialmente personal y extraño á 
los bienes, siguiendo la opinión de Bartolo, que al hacerse cargo de la 
objeción de que el estatuto debía ser real por redundar en utilidad de 
la familia, oponía la facilidad de eludirlo contratando fuera del terri- 
torio. 

XXXin. En otro pasaje (37) pregunta el autor si un instrumen- 
to guarentigio otorgado en un lugar puede tener aparejada ejecución 
en otro distinto, sin intervención del juez del lugar, en que ha de cum- 
plirse, citando á Bartolo (38) que opina en sentido afirmativo, apoyán- 
dose en el ejemplo de los arbitros que pueden encomendar la ajecución 
de su sentencia á un juez ordinario sin requisición de los mismos. Así 
mismo los interesados pueden conñar á cualquier tribunal la ejecución 
de sus contratos prescindiendo del juez del lugar en que se celebre. 

El mismo Bartolo, Pablo de Alejandría, Jasón y otros entienden 
dicha opinión en el sentido de que el instrumento debe tener aparejada 
ejecución según las leyes del lugar, en que debe ejecutarse, pues de 
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Otro modo deberá procederse por la vía ordinaria, y el A. aftade á di- 
chas autoridades las de Baldo, Palacios Ruvios y Rodrigo Suarez, el 
ultimo de los cuales declara que el instrumento, que tiene aparejada 
ejecución en una provincia, no puede dar lugar á dicho procedimiento 
en otra, en que no lo tenga seg^n las leyes de la misma. 

Apropósito de dicha cuestión, refiere el autor un caso práctico en 
que se trataba de una carta de comanda que en Aragón^ su carísima 
patria, tenía aparejada ejecución pero no en Cataluña, por no estable- 
cerlo así sus constituciones; pues según las 2.* y 3.*, párrafo 3.°, títu- 
lo de at. y oblig. para ser ejecutiva la comanda debe ser pura sin tér- 
mxTíOy juramento ni fiador, y en la comanda en cuestión había inter- 
venido juramento, carecía de aparejada ejecución en Cataluña. En 
dicho sentido opinó Jerónimo Astor, conciliario regio en una causa 
que cita el A., y la Real Audiencia declaró, que no procedíala ejecución 
de una comanda firmada en Aragón, debiendo acudirse á la vía ordi- 
naria, porque en los pleitos ejecutivos se atiende al estatuto del lugar, 
cuya opinión siguen Palacios Ruvios, Cavalario y Suarez. El A. da 
como razón de la opinión indicada, el que tales instrumentos guaren- 
tigios se equiparan á las sentencias definitivas, y así como un juez no 
puede proceder á lá-ejecución de una sentencia de otro juez, aunque 
fuese requerido por letras, si allá donde se ejecutase no se observasen 
los estatutos del lugar en que se dictó, en apoyo de cuya opinión cita 
la sentencia de 14 de Diciembre de 1592. 

La cuestión que propone el A. en su parte 3.*, cap. 2.^, núm. 65, 
relativo á si el baile de Vilafranca puede conocer del crimen cometi- 
do por un subdito suyo en Tarragona, no tiene carácter alguno inter- 
nacional, y sólo resuelve un conflicto de jurisdicción dentro del mismo 
Estado. 

XXXIV. Los efectos de las leyes de policía sobre las personas de 
los extranjeros son determinados por el A. eñ la parte 3.*, cap. 13, 
núms. 112 y siguientes. Pregunta allí si el señor de un castillo puede 
prohibir á un extranjero que entre en su territorio ó que pase por él, 
cuya cuestión propone Alberto Bruno en su Cons. 177, etc., re- 
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solviéndolo añrmatívamente, argumentando por analogía de la facultad 
que tiene cada uno de prohibir la entrada en su fundo seg^ün la ley 
Divus^ de serzritutibus rusticorum frediorum^ Cáncer, empero, 4eio ad- 
mite tal opinión .á menos de existir motivo fundado^ porque síeado el 
mundo la patria común no se puede prohibir á ios ingenuos la entrada 
en un territorio y el comercio con el mismo, y sólo parece admitir el 
temperamento de un autor que entiende, qufc el sefior puede privar á 
los vasaUos que redban al extranjero, «en cuyo caso están obligados á 
cumplir tal pirecepto, si bien parece merecerle más simpatías las doc* 
trinas de Sala (?) y Peregrino , el primero de los que considera tales 
prohibiciones como contrarias á la caridad, afirmando el segundo que 
los príncipes no podrán impedir la navegación por los ríos, ni el trán- 
sito por las vías públicas. 

XXXV. Es sensible que el A. no haya desarrollado el concepto 
vertido en su parte 3/, cap. 2,°, núm, 220, de que disuelto el matri- 
monio, la mi^er y sus bienes se rigen por el estatirto de su propio 
origen, así como que no haya resuelto la de si el x^arón que 
contrae matrimonio con una mujer de otro reino, se rige por la 
legislación suya ó la de su consorte. Ello es, sin duda, debido á que 
las cuestiones sobre validez, solemnidades y demás del matrimonio »o 
podían en aquella ^poca apasionar los ánimos, como en el presente, lan 
que la cuestión religiosa y la diversidad de criterios filosóficos ha ve* 
nido á hacer poco menos que de imposible solución la mayor parte de 
los conflictos de legislaciones en materia de matrimonio. Entonces di- 
cha institución era regida exclusivamente por el derecho canónico, y 
siendo ^ste igual en casi todos los países, no era posible que surgiesen 
los conflictos que nacen con tanta frecuencia hoy día. De lo expues- 
to, empero, parece colegirse que en cuanto á los efectos del matrimo- 
nio, opinaba el A. que en caso de disolverse la mentada institución 
reaparecían los derechos de origen de los cónyuges regidos durante el 
matrimonio por la legislación del marido^ 

XXXVL Para terminar el ligero examen de las opiniones de 
Cáncer en la materia que nos ocupa, citaremos casi como «ner^ cu- 
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rioádad h, decisión contenida en su parte 3.*^ cap. 3..°, de PrivilegiiSy 
núm. 429 y siguí^ates, e»que dilucida si el privilegio del cstamtaata 
raiKtar en Catalufía, según el que no podía precederse contra un sol- 
dado< st no hay instancia de parte, podría aplicarse al militar extranr-^ 
jero. Menciona á conthmadión el caso que promovió la d\ida: habien- 
do< ocurrido una riña entre varios militares, algunos de los cuales eran 
aragoneses, de cuya riña resultaron heridos graves^ los militares cata- 
lanes se paseaban públicamente porque no había habido instancia de 
parte y' se dudó si los hidalgos é infanatmes (sic.) airagoneses podían 
hacer lo propio, cuya duda la resuelve el autor afirmativamente por la 
peregrina nusóa prohijada por Juan Garda, en su Tratado de Nobleza^ 
de que la nobleza es natural y los nobles lo son en todas partea. 

XXXVE. Las citestiones; que toca Despigol ea su obra índex 
singularmm materiarum dactorum practicorum CatkalaniO', singular- 
mente en su comentario á la Constitujción hac nasirá^ se refieren á las 
obligaciones de los extranjeiro» con motivo de I0& inmuebles que po* 
seen en el territorio. Según él, existen dudas acerca de si pueden impo»- 
nerse vectigales á los extranjeros (39) y cita en pro de la afirmativa 
Andrés de Isern, Curdo, Alexander y alguna ley del Digesto, y en 
apoyo de la contraria á Bartolo, Guido Papa, Misingerioy otros, ex- 
presando el último, que los extranjeros no están sujetos á tales im- 
puestos porque no perciben ni honores ni utilidades del lugar. Des- 
pujol parece inclinarse á favor de la primera opinión, y después de 
citar una infinidad de autores, alude á la costumbre seguida en Italia^ 
de que los extranjeros paguen los impuestos por razón de los inmue* 
bles que posean en el territorio. 

Finalmente, expresa en otro lugar que los extranjeros pueden ser 
demandados por razón de las cosas sitas en el territorio. 

Pocas son las decisiones de RipoU, pero una de ellas es digna de 
consignarse, por la importanda de la cuestión que aborda. 

La noble Inés de Alentom y Coscón, esposa del noble Juan de 
Coscón, fué instituida heredera por su marido en su testamento he^ 
cho en la ciudad de Zaragoza, donde habitó aquel en el último tiempo 
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de SU vida. Siendo extranjera (forensis) dicha sefiora y catalana (sic), 
se pregunta si debía suceder según el derecho de Aragón ó según el 
fuero de su reino. — Contesta que dicha D.' Inés se entiende aragone- 
sa por razón del domicilio de su marido, porque la viuda, si conserva 
el nombre y los blasones de su marido, también retiene su domicilio 
y goza de los privilegios y prerrogativas de que gozaba en vida del 
marido (40). El autor resuelve la cuestión de la nacionalidad para 
ahorrarse resolver la de la aplicación del estatuto y dentro del terreno 
que se coloca, pocas objeciones pueden hacerse á su doctrina. 

XXXVni. De más importancia es la cuestión que dilucida Fran- 
cisco Ferrer en su comentario sobre la Constitución Los impübers, 
Glosa 1 3, n.^ 76 y siguientes. Las disposiciones de la mentada Cons- 
titución, ¿pueden afectar á los bienes situados fuera del territorio de 
Cataluña? Hé aquí una diñcultad que, según el autor, podía ocurrir 
principalmente en la ciudad de Lérida, donde residían tres familias, 
cuyos nombres y bienes detalla, que poseían íincas de mucha impor* 
tancia en Aragón. Si muriese un impúber de dichas familias, se abrirá 
su sucesión respecto de aquellos bienes con arreglo al derecho catalán, 
que establece la troncalidad en dicha sucesión, y resuelta esta duda 
en el sentido de que deben separarse los bienes, sucederá en los sitos en 
Aragón con arreglo al derecho común ó conforme á la legislación de 
aquel territorio. Ferrer contesta á dichas preguntas que tal modo de 
suceder no puede extenderse á bienes sitos fuera del territorio, y entre 
los autores que cita, mencionaremos á Pablo de Castro y Rojas, al de 
derecho castellano Avendafio en su glosa á la ley 6.* de Toro y á 
Gutiérrez (41). 

XXXIX. Las razones en que funda su opinión consisten en que 
la pragmática dirige sus disposiciones y palabras (literalmente enume- 
ración serum) i la cosa, como lo indican aquellas palabras los bens 
que del pare per qualsevol titol guanyats y aquellas otras é assó mateix 
sia servat en los bens que aquells de la mare^ etc., pues la palabra cosa 
equivale á bienes, según la ley primera de rebus creditis y la Quinta 
de verborum significationibus. Si pues la Constitución se dirige á las 
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cosas, no podemos aplicar la regla fuera del lugar en que están sitos 
los bienes, puesto que los estatutos no pueden legislar acerca de los 
bienes no sitos en el territorio (42). 

XL. Hé aquí con todo su vigor la distinción del jus veri y el 
vertjus criticada en Bartolo; el estatuto habla principalmente de los 
bienes, y es por lo mismo reputado real; empero, no culpamos al autor 
catalán, porque su doctrina era la más generalmente seguida por los 
maestros, ya que la opinión de Albéríco de Rosata fué una opinión me* 
ramente aislada, que hasta nuestros días no debía generalizarse sin no 
pequeñas oposiciones. Aun hoy día la jurisprudencia de muchas na- 
ciones se niega á reconocer efecto alguno á las leyes extranjeras 
sobre los bienes situados en el territorio nacional, fundándose en el 
interés de Estado que lo impide. No es creible que fuese esta la razón 
que haya impulsado al A., que al igual de todos los demás catalanes, 
se limita en esta materia á reproducir la doctrina de los tratadistas; 
pero ¿cómo todos ellos, tan entusiastas por el derecho Romano,- tan 
favorable á la unidad de la sucesión, que sólo por conservar dicha 
unidad, proclamaba la incompatibilidad de la sucesión testada é intes- 
tada, llegaron á concebir la situación anómala que debía producir el 
fraccionamiento de la herencia de un^individuo, en diversos grupos de 
bienes, según la situación de los mismos, regidos por legislaciones 
diversas? ¿Quién era de los distintos herederos el continuador de la 
personalidad del difunto? ¿Sobre quién pesaban las deudas, y en qué 
proporción, cuando los herederos de estos distintos bienes no lo eran 
en una parte alícuota de la herencia? 

A todas estas cuestiones sin solución posible daba lugar la opi- 
nión de sujetar los bienes al estatuto de su situación, pero los glosa- 
dores y sus continuadores retrocedieron ante la idea de la posibilidad 
de que una nación pudiese directa ó indirectamente legislar en terri- 
torio de otra, y para evitarlo pasaron por alto todas las dudas, todos 
los inconvenentes, á que podían dar lugar el principio dentro de la 
devoción por el derecho clásico, que proclamaba por todas partes que 
los bienes eran no más que una parte accesoria de la herencia , pues, 
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como decían Gayo y Papiniano, Ipsumjus hereditatis incorpórale est, 
y her editas etíam sine ullo corporejuris intellectum habet (43). 

Empero, si la devoción de los tratadistas antiguos por el dere- 
cho clásico no bastó para que la voz de Albérico de Rosata dejase de 
morir en el vacío, enfriado después el entusiasmo, que debió animar 
á los primeros propagadores del Derecho Romano, la ciencia debió 
inclinarse del lado de la territorialidad que cada día fué ganando terre- 
no con la jurkpmdencia europea; y si en Cataluña faltó un Dumoulin 
que defendiese la personalidad de los Estatutos, sin duda que su falta 
ahorró á sus doctrinas la suerte, que c<m poca diferencia tuvieron en 
Francia, donde la territorialidad acabó por imperar en las luchas que 
sostenían entre sí las diversas costumbres en vigor en su territorio. 

XLI. Los autores del siglo de oro de nuestra literatura jurídica 
no ofrecen un cuerpo de doctrina sobre los conflictos entre las diver- 
sas legislaciones, ni se propusieron formario. Algunas decisiones ais- 
ladas, algún caso práctico que se les ocurre en medio del estudio de 
alguna institución, para lo que traen á colación toda la doctrina de 
los autores que conocían á fín de proponer una solución más ó menos 
acertada; hé ahí lo que nos presentan en esta materia los autores ca- 
talanes, la mayor parte de ellos demasiado prácticos para sentar prin- 
cipios generales, si bien bastante eruditos para ilustrar sobradamente 
las escasas cuestiones que proponen. 

XLII. No deja de llamar la atención que muchos de los conflic- 
tos tienen lugar con la legislación aragonesa. Los autores antiguos se 
cuidaban poco de distinguir entre las legislaciones propiamente ex- 
tranjeras y las vigentes en el territorio de la nación, y les aplicaban los 
mismos principios, por lo que no es extraño que por vía de ejemplo ó 
por la mayor frecuencia propongan casos en' relación con lalegislación 
ars^onesa; pero en verdad el derecho internacional en embrión, ado- 
lecía en aquella época de su origen. La eterna cuestión comenzada en 
la Edad media, no se refería á conflictos entre los derechos de dife- 
rentes naciones. Cuando la legislación propia en una ciudad era un 
privilegio, de que gozaban sus habitantes, se dudó un día si este pri- 
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inicio podía extenderse más allá de las murallas de la ciudad^ y si el 
dudadano conservaba algo de la legislación patria zl salir de ella, y el 
caso se presentaba dentro de la miámk nación como fuera de ella/ dado 
el fraccionamiento que existía dentro del derecho civil; sólo el Dere- 
cho Romano era común y establecía dertos vínculos entre los diver- 
sos regíhienes jurídicos, al llenar los huecos que necesariamente deja- 
ban las legislaciones de excepción. Por lo demás, dudamos que el hacer 
la distinción entre estatutos reales y personales tuviesen concienda 
sus autores de lo que es la nación y de los vínculos jurídicos que esCst- 
blece entre sus subditos, cuando cada población tenía su estatuto y el 
Rey ó jefe dd Estado no era mucho más que un sefior feudal superior 
á los' demás y se ñjaron en el aspecto puramente exterior tratando de 
zanjar el conflicto de derecho civil, dentro del terreno exdusivo dd 
mismo, y buscando dentro de las leyes del Corpus juris alguna que 
más ó menos de lejos pudiera aplicarse á la cuestión, presdndiendo 
por completo de si la persona de quien se trataba era ó no subdito de 
la nación, que á ello y no á otra cosa es debido que nuestros autores 
serviles admiradores de los comentaristas del Derecho Romano esco- 
gieran para ejemplo á un subdito aragonés, añadiendo en algún caso 
ó de cualquiera otra nación, sin atender para nada al vínculo político 
que unía á aquellos subditos con los de Catalufia. 

XLm. Sin duda el sistema de resolver d conflicto en el terreno 
sencillo del derecho civil, era menos expuesto á errores que la exa- 
geradón del aspecto de derecho público que condujo á lo más en 
tiempos posteriores al sistema de la reciprocidad, y sin el deseo de 
sutilizar y de buscar en el corpas jurts y todos los fundamentos de sus 
doctrinas tal vez hubieran llegado á las mismas consecuencias que 
Manzini y Laurent; porque en realidad ¿qué es lo que impedía á Ferrer 
aplicar la constitudón los impubers á los bienes sitos en Aragón? 
Únicamente una sutileza, el que el estatuto parecía referirse á los 
bienes, y el que era contrario del derecho común y en su consecuen- 
cia de interpretación restrictiva; pero la idea de la perturbadón que 
podía causar la aplicadón de la ley catalana no entraba para nada en 
TOMO iii 16 
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la mente del autor; y no hay que dudarlo, sin la distíndóu entre el 
estatuto y el .derecho común, nuestros autores hubieran resuelto las 
cuestiones en pro de la personalidad de las legislaciones, pues se incli- 
naban á la de origen, cuando se hallaba en oposición con el estatuto, 
como Cáncer, que como hemos indicado parece prohijar la opinión de 
que á un extranjero no puede perjudicarle la incapacidad de la per- 
sona, con quien contrata, fundado en el estatuto del lugar^ si ignoraba 
dicho estatuto. 
Indudablemente no iría tan lejos la Escuela Italiana. 
XLIV. Hemos dado fín á estas ligeras notas, y no nos decidimos 
á soltar la pluma sin afirmar que no nos es desconocida la poca 
aplicación práctica de nuestro trabajo. Una mera curiosidad y el deseo 
de poner á nuestros lectores en conversación, aunque por breves mo- 
mentos, con nuestros polvorientos libros de derecho catalán nos han 
movido á ello. Poco es lo que ofrecemos, poco lo que hemos encon- 
trado á través de aquellas obras, y hubiéramos rasgado nuestros 
apuntes si no nos hubiese animado la consideración de lo escasamente 
que se ocupan del asunto los autores contemporáneos de derecho 
civil, que no tratan exclusivamente del internacional privado. Un 
capítulo preliminar con la exposición del sistema casi mecánico de^ 
los estatutos real, personal y formal, es lo que encontramos en la 
mayor parte de . ellos; en verdad que con ventaja se ponen á su lado 
los autores catalanes de tres siglos atrás, que mostraban en sus obras 
estar á la altura de su tiempo. 

Por lo demás, cuando se halla sobre el tapete la cuestión de la 
conservación de las legislaciones regionales, bien puede permitírsenos 
este sencillo homenaje á los cultivadores de la nuestra. 

G. A. Tell y Lafont. 
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NOTAS 

(i) Quod omrus populi,,. partitn suo proprio, partitn communi omnium bo^ 
tninum jure uiuntur. Jure aufém gentium omni bumani gensri commune est. I, tit. II 
de jure naturali, gentium et civile, 

(3) Jus naturale est y quod natura omnia animalia docuity namjus istud non hu^ 
mani generis proprium.est, sed omnium animalium, qtue in coelo, quce in ierra, qua 
itt mari nascuntur, 1. Tít. II pr. La existencia de relaciones jurídicas entre los anima- 
les parece ser tomada en serio en algunos textos, como la ley i.*, tít. I, líb. IX. D. Si 
quadrupes pauperiem, en que se leen afirmaciones como la de nonia autem est ipsum 
delictum y si alia quadrupes aliam conciiavit, ut damnum daret, ejus, qua concitavH, 
nomine agendum erit, además de la distinción de Quinto Mucio cuando dos animales 
reñían y entre si el que había perecido, había provocado al otro 6 no, cesando la acción 
en el primer caso. 

(3) Ut ec:e peregrini poterant fideicommiso cápere; etfere bacfuit origo fidei- 
commissorum: sed postea id prohihitum est, ex oraiione divi Hadriani Senatus-consul- 
tumfactum e^t, ut ea fldeicommissa fisco vindicar entur, — Gayo. Instituta II, 28. 

(4) yide Lzurent, Droit civil international , 

(3) A falta de otro nombre más adecuado y para simplificar, llamamos glosado, 
res á los comentaristas del derecho romano anteriores al siglo xvi, aceptando en este 
punto la terminología $le Laurent. 

(6) Dicen así las primeras palabras de la ley: Cúnelos populos quos Clementúie 
nosirce regit imperium, in tali volumus religioni versari, quam Divum Petrum Aposto- 
lum tradidisse Romanis, r eligió usque adhuc ab ipso insinúala declarat, etc.; luego 
explica lo que han de creer, estableciendo que los que sigan tal ley están compren- 
didos bajo el nombre de cristianos católicos. La consideración de que la ley se dirigía 
á los subditos del Imperio romano sugirió la cuestión de la fuerza de obligar de las 
leyes fuera del territorio del Imperio, y en este sentido y por ser. la primera del Có- 
digo, se comprende que la glosa la escogiese para proponer un conflicto entre dos le- 
gislaciones. 

(7) Al lado de la ley cúnelos populos se lee en la mayor parte de las ediciones 
- glosadas la siguiente conocida glosa: Si Bononiensis conveniat Mutince non debeljudi" 

cari secundum statuta Mutina, quibus non subest: eum dixii quos nosirce cUmeniia 
regit imperium, Videtur bic textus supponere quod non omnes populos regit Imperator. 

(8) BMo, DeStatutis(Oceanusjuris,t,\\f fol. 96, núms. 1 y ii| fol. 97, 
núm. 2.*) Albérico de Rosata (ibid. fol. 68, núm. ^.•) 
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(9) Froland. Mem&irfs sur Us siaiuU, t. I, p. 1 la y 113. 

(10) Rochio Curcio. De Statutis. sect. IX. núm. 26 (Ocsanusjuris, t. 11, 
íol. 378, verso). 

(11) Véase la obra citada de Froland. 

(11) Boullenois. Traite des Statuts, t. I, págs. 33S-340. 

(13) Alberíco de Rosata. De Statutis 11. (Oceauus juris^ i. 11, fol. 37, verso). 

(14) Paulus Castrensis. Consilia (Cons. XHI). Rochi Castri. De Statutis^ sect. IX, 
núm. I (Oceanus juris, t. II, fol. 377, col. i« 

(15) Baldus, prima súper Digesto veteri, De legibus et Senatus^eousultis, lég, u- 
vie kges. G)nsnia. Pars V, c. LX, núm. 1, fol. 14. 

'(16) Baldus, Super Códice de Summa Trinitate^ núm. 17, fol. 7, verso. (Ocea^ 
nusfítris, tom. 1). 

(17) Nuestros lectores que deseen ver tratada esta cuestión de un modo más 
completo pueden ver la moderna y ya sobrada vulgarizado obra de Laurent, Droit 
Ovil International^ en cuyo tomo I, pig. 373 y siguientes, hallarán un capítulo del 
que son estas líneas un sencillo estracto. 

(18) Cáncer, Part. 1, cap. 1, núm. 35, cap. 7, núm. 13, cap. 1 1> núm. $8. — 
Part. II, cap. 3, núm. 3^6, cap. 1, núm. 157. — Part III| cap. 18, núm. 1 14, cap. 1 1, 
núm. 10. — ^Vallseca y dlicfo, Usat, bomicidium, núm. 3, fol. 3.— Tristany, Deci- 
siones. Decís. 51, núm. 46. — Fontanelta, Decisiones. Decis. 137, núm. 18, decís. 8, 
núm. 13, d. 555, núm. 3. — De pactis nupt, el. 4, gl. 18, part. 11, núm. 68. — 
Qaus. 6, glosa 1, par. I, núm. 60. — Claus. 3, glos. 8, par. 6, núm. 46.— Cl. 6, 
glos. I, núm. 38. — Despujol, Index singularium, etc.; Addttiones, númerps 5 y 36. 

(19) Baldo, Super 1. Inno ext. de foro eompetenti, 
(ao) Véasela nota 18. 

(31) Parte 1, cap. I, núm. 33, h. op. 

(33) Bartolo, en la ley Caesar, In repet. núm. 3 1 . D. átpubli. et vectigalibus, — 
CorneliOyXonsilia 89, núms. 6 y 7, vol. III. — Tiraquelli, in trac» de ret, lig, prefa^ 
iium^ núni. 67. — Rojas en el epítome Successio, c. 30, núms 6 y 7. — ^Alejandro, 
consilio40, núm. 1, vol. II. — Sarmiento, lib. I, Selectarum interpretutionum^—^nn' 
cisco Piscíno en su disertación sobre los estatutos que excluyen las mujeres, núms. 4 
y 3, y Aymon De Antiquitatis temporcy part. IV. Sectio videamus modo^ núm. 44. 

(33) Cap. odia de regulis juris in VI, (XV, tít. XII, lib. V). Odia restringi et 
favores coñvenit atHpliari. Cap. Statutum de electione, del mismo libro, in VI, 
(c. XXII, lib. I, tít VI), que trata de una disposición meramente penal,' pues manda 
que sean privados de sus Iglesias los párrocos que no se ordenan dentro del afío, y 
dice que más bien deben limitarse que ampliarse, y la ley Cum'quidam, D. de liberis 
et postbumis, ley 19, tít. 11, lib. XXVlll, que trata de las desheredaciones y consigna 
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como nuón aliansfus camam tss9 tmÜtutiaHis, pía henigné a^ipereniur: enh^^daHo- 
nss auUm non tssent adjunanda. 

(34) Aplica ía r^la k H interpretación del usage Tutores, y para apoyarla cita 
la ley Si wro par. de viro cum Un no, D. soluto matrimonio^ \ty precípimus al íln, Có- 
digo de apeHationibus y el canon de las Deeretales, cap. ad audientiam, de decimis: 
la primera, que es la 64, p. 9, D. tít. 111, lib. XXlV, textualmente traducida, dice: 
Una ley habla solamente de un hombre y sti heredero, sin decir nada del silero y 
de sus herederos. Labeon lo toma por una omisión. Y asi en aquellos casos en que 
falta la disposición legal, no se dari ni acción útil. No hemos sabido ver la aplicación 
ni aun remota de esta ley, al caso de que se trata, sino es generalizando sus principios 
de un modo que se hallaría en oposición con el derecho romano, amigo de interpre- 
tar las leyes por su espíritu, si bien en el texto se comprende que en el caso que pro- 
pone seguir la interpretación contraria hubiera sido casi ridicula. La 3.^ (p. última, 
ley 53, Cód. lib. Vil, tít. LXII) es una ley puramente procesal^ pues establece el 
procedimiento de las apelaciones al príncipe y los funcionarios que han de decidirlas, 
por la imposibilidad de hacerlo el Emperador personalmente, y consigna que lo que 
no se halla previsto especialmente en dicha ley, se entiende dejado á las reglas de las 
antiguas leyes y G)nstitttciones. Tampoco sabemos ver la paridad entre el estatuto de 
exceJKión y la ley de procedimientos de que se trata, más que más cuando con ella 
se consigna el precepto indicado como una disposición formal, como todas las que 
contiene, sin expresar su razón, ni pretender sentar una regla general. La 3.* (cap. XI, 
tít XXX, CLIII), establece que el privilegio de que gozaban los Centenarios (tem- 
plarios y hospitalarios) de no pagar diezmo por los terrenos que cultivaban perso- 
nalmente, comprende también las tierras que no son cultivadas por primera vez (mo- 
valia), cuya aplicación al caso tampoco hemos sabido ver. Por lo visto, Cáncer 
seguía la tradición de aducir textos á toda costa y alguno contrario, como el último, 
copiándolos sin duda de los autores antiguos. 

(35) Pablo de Castro^ que parece ser el autor favorito de Cáncer en esta mate- 
ria, Consilio 926, super primo, quo quafíritur, núm. prim. vol. 11. Jason, Consilio 59, 
collatio 3, versic. nec babet obstare ^ vol. III. 

(aó) La cita de esta ley en Cáncer, la critica Laine en el trabajo arriba citado, 
refiriéndose á los glosadores. Dice el texto, que es la ley I, p. a, tít. V, lib. XXVÍ, 
D'. que el presidente de la provincia sólo podrá nombrar tutor á los domiciliados en 
ella. Insistimos en que Cáncer sólo citaba por tradición los textos romanos. 

(37) El extranjero podrá válidamente hacer legados á su mujer en aquel lugar, 
Jason, Consil. 59, Baldo, Ujf cunetos populos, Bartolo, cuestión 7 in fine, y Ruiz con- 
silio 301 , col. 1, volumen I. 

(3S) Siguen también dicha opinión, según el A. Aretino, consil. 301, vol. 1. — 
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Tiraquelli, in /. conn,,g}os3íW\\\, núm. 326.— >Bero, consilium 89, vol. III, Cris- 
tóbal del Castello, consíl. XXIII. 

(39) Esta regla fué exagerada notablemente por Pablo de Castro, uno de los 
últimos autores de la escuela, en cuyas fuentes bebieron nuestros autores. Cáncer te- 
nia especial predilección por el citado autor, cuya doctrina se hallaba en oposición 
con la sentada, como regla general, por los glosadores, que distinguían entre las for* 
malidades qMe se referían á la sustancia del acto y las que atañen á la forma exterior. 
Pablo de Castro, desentendiéndose de tal distinción, sentaba el principió de que, Sta» 
tutum affidt, actus uhbratos in loco siatuentium, quia dicuntur ihi vivi et nasa. 
(Consilium XIll). 

(30) yar. resolut, Pars. 11, cap. 1, núm. la. De mino, 35 annís et eorum resti- 
tutione, 

(51) Cap. ut animarum, de consti. lib. VI, ley últ. D. pro socio^ ley últ. D. 
de decre, ah ordi.fac, c. 3. Entre los autores cita á Decio y Bero, Bartolo en la ley 
«»!!<;• ^op. y Ancharano, Antonio Gabino y Pablo de Castro, Romano y otros. La 
primera, que es el cap. 11, tit. II, del texto, dice terminantemente: unientiisper sta- 
tuta quorumcumque prolatis ligar i nolumus ignorantes, dum tamen eorum ignorantia 
crasa non fuerit aut supina; la segunda, que es la* 84, D. lib. XVU, tít. II, nos pa- 
rece citada por equivocación, pues se limita á decir que cuando se contrae sociedad 
por mandato de alguien ó con su hijo ó esclavo, se puede accionar directamente con- 
tra aquella persona con respecto á la que se ha contraído la sociedad; la última es 
realmente aplicable al caso. Es la 6, tít. IX, lib. L, D. y dice: «Establecía una ley de 
un Municipio. Si alguien juzgase fuera del sinedrio (lugar de la Audiencia), sea re- 
movido y pague mil dracmas. Se pregunta si debe sufrir la pena el que, ignorándolo, 
obró contra dicho decreto. Contestación: las penas son establecidas contra los que las 
conocen». Empero, examinada la cuestión seriamente, desaparecería la paridad entre 
las dos disposiciones por tener un carácter más general la catalana. 

(3a) Autor citado, consilium 434, al principio núm. 1, cerca de la mitad del 
tomo II. 

(33) Gabino, consil. I, núm. a. — Bartolo, en la ley ex eastrensi, D. de cas, 
pecu. Maraño, consil. 7, de testamentis, liber III, vql. 1. Pablo de Castro, lugar cita- 
do, etc. 

(34) Obra citada, ibidem, 

(35) Ley incivilem, C. defurt, ley si mancipium, C, de rei vendita. 

(36) Pedro de Aucharano, consil. }6, Aretino, ley I, D. de liheris et postumis, 
Feliu, c. cum dilecta, núm. 34, de rescrip, Decio, consil. ^31, núm. i, y 533, núm. 3. 
Bruon, deforma titu. Dice que en el sentido indicado en el texto falló la Audiencia de 
Ñapóles.. 



Digitized by VjOOQIC 



DE LOS ESTATUTOS 247 

(37) Jorge Cabedo, Decís 165, pág. 1, Alma Valas. cons. 148. 

(38) Parte III, cap. 3, núm. 13 y sig. 

(39) j4dditiones^ núm. ^. 

(40) Ripoll cita en apoyo de su opinión las leyes 14, D. de decurionibusy ley 
última. C. de bonís maternis, ley mulieris. C. t^ de dignitaty lib. XII. Entre los au- 
tores á Juan de Platea, Lucas de Penna, Bartolo en la ley últ. núm. 3. Cód. de ver- 
hofumsignificationihus, Otaloza, García, Cyno, col. últ., Bartolo en la ley cunetas po- 
pules, Alejandro, cons. 10, núm. 6, vol. VI, y consil. 3, vol. VII. Curtió el joven^ 
cons. V, núm. XLII. La última de las expresadas leyes es realmente aplicable al caso, 
pues consigna las siguientes palabras: Mulleres honore mariforum erigmus, genere 
nobilitamuSf eiforum ex eorum persona statuimuSy et domicilia mutatnus, 

(41) Pablo de Castro, consil. 53, lib. II, núm. 7. Rojas, epítome 5fM:¿:«ss»o, 
cap. XXX, núms. 13 y 13. Avendaño, glosa á la ley 6.* de Toro^ glo. XI, núm. 15. 
Gutiérrez, pract. cap. LXXVl, lib. III, núm. 10. 

(43) Bartolo, ley cunctos populoSy núm. 43. Gregorio López, ley XXIV, tít. XI, 
Part. IV. Rollandino, Baeca, etc. 

(43) Gayo, Instituía, p. II, Inst.Just. de rebus incorporalibus U, 3. Papiniano, 
ley L. proemio. D. de baneditatis petitione, (V, 3). Africano, ley 308. D. de verbo- 
rum significationibus (Lj 16). Pomponio, ley 119, ibidem. 
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SECCIÓN ECONÓMICA 



LA RIQUEZA DE CAJALUÍÍA 



INTRODUCCróM 

Aotes de ^ntt;ar en materia, hálleme en, el caso de dar una peque- 
fi2^ ejcpjicaciói^ acer(;a losf motivos, que he tenido p^fa escribir esta 
obra en castellano. Tratándose de una disertación, memoria, ó me- 
jor dicho, ensayo sobre la riqueza de Catalufia, y que se ocupa de 
cosas exclusivamente catalanas, entenderán los más que debiera re- 
dactarse en catalán y han de extrañar que no dé preferencia al idioma 
que es familiar á los hijos de nuestra tierra y que ha de ser habitual 
á quien estas líneas escribe. 

Prescindiendo de si este trabajo ha de interesar más ó menos á 
gentes que no sean catalanas y de si se leerá más ó menos según esté 
escrito en uno ú otro idioma, la verdad es que sólo me ha movido á 
escribir en castellano, — y debo confesarlo paladinamente, — la falta 
de conocimiento del idioma catalán, la diñcultad en el manejo de 
esta lengua. La mayoría, por no decir la casi totalidad de las familias 
de las cuatro provincias^ ó sean Barcelona, Tarragona, Gerona y Lé- 
rida, hablan en catalán, pero saliendo del círculo de la familia, nuestro 
lenguaje nativo está, por de^^cia, no ya postergado, sino oficialmente 
prohibido. En las escuelas, en las universidades, en las oficinas públi- 
cas, en todos los centros oficiales, hasta en algunos salones, sufre 
el catalán una persecución injusta, y por consecuencia natural de esta 
guerra que se le hace, no es de estrañar sea urafio y vulgarote, ya que 
solamente se le deja en paz y gracia de Dios en la conversación 
famiUar entre los campesinos y gente del pueblo. 

Se le ha tenido alejado del centro literario, de la cátedra, de la 
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